PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de
LEY

Artículo 1°.  Declárese necesaria la Reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Articulo 2°. Adoptase la modalidad de reforma por vía de enmienda, conforme lo contempla la segunda parte del artículo 206° inc. b de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Articulo 3°. Será objeto de reforma el artículo 191°  en su inciso 3º de la Sección Séptima, del Régimen Municipal, de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Sección VII,  Régimen Municipal, Capítulo único”

Artículo 191.- La Legislatura deslindará las atribuciones y responsabilidades de cada departamento, confiriéndoles las facultades necesarias para que ellos puedan atender eficazmente a todos los intereses y servicios locales, con sujeción a las siguientes bases:

3.      Serán elegibles todos los ciudadanos mayores de edad, que sepan leer y escribir, vecinos del distrito, con un año de domicilio anterior a la elección y si son extranjeros, tengan además cinco años de residencia y estén inscriptos en el registro especial”.
Artículo 4.- De acuerdo a lo establecido por el Articulo 206 inciso b) de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la presente Enmienda será sometida a plebiscito en las próximas elecciones de renovación legislativa a celebrarse durante el año 2013, manifestándose la ciudadanía a favor o en contra de la modificación propuesta en el artículo tercero de la presente Ley.

Artículo 5.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

La Declaración de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes – instrumento aún no firmado por la Argentina – define a los jóvenes como “[…] todas las personas, nacionales o residentes en algún país de Iberoamérica, comprendidas entre los 15 y los 24 años de edad”. La Convención apunta a que se “[…] reivindique [a los jóvenes en] su condición de personas, ciudadanos plenos, sujetos reales y efectivos de derechos, garantice la igualdad de género, su participación social y política, la aprobación de políticas orientadas al ejercicio pleno de sus derechos, satisfaga sus necesidades y les reconozca como actores estratégicos del desarrollo”. Y agrega que se realiza: “[…] con el espíritu de reconocer a los jóvenes como sujetos de derechos, actores estratégicos del desarrollo y personas capaces de ejercer responsablemente los derechos y libertades que configuran esta Convención […]”.
Este instrumento internacional incluye un artículo (Art. 21) destinado a promover los derechos políticos de los jóvenes en sentido amplio, partiendo del derecho a la participación política presente en el inciso 1 de dicho artículo. El inciso 3 explícita de manera contundente que los países firmantes: “[…] de conformidad con la legislación interna de cada país, promuevan e incentiven el ejercicio de los jóvenes a su derecho de inscribirse en agrupaciones políticas, elegir y ser elegidos”. A este último aspecto es que está dirigido el presente proyecto de reforma, con el fin de permitir a los jóvenes ser candidatos a concejales una vez alcanzada la mayoría de edad según lo legalmente establecido.

Juristas argentinos han sostenido que existe una fusión conceptual entre la noción de persona como sujeto de derecho y la noción de capacidad legal. Es así como se torna en relevante la determinación del momento a partir del cual un sujeto adquiere dicha capacidad, dado que expresa a su vez la posición que esa persona ocupa dentro de la sociedad y la habilidad que posee para constituirse como sujeto de derechos y deberes a partir de ese momento.
Se entiende por capacidad a toda aquella aptitud legalmente reconocida a un sujeto para que se constituya en titular de relaciones jurídicas y para que pueda ejercer por sí mismo todos los derechos propios que el ordenamiento jurídico le confiere. Si bien esta definición hace referencia a la capacidad que tiene toda persona en materia civil, resulta admisible admitir que al alcanzar la edad suficiente para adquirir aquella, también se poseen los atributos necesarios para detentar otros derechos como son los derechos políticos.-
La capacidad está provista, manejada y declarada por la ley en función de los presupuestos de hecho que estima computables.
 Es decir que el orden jurídico vigente de cada país determina el momento a partir del cual un ciudadano posee la idoneidad para ejercer todos sus derechos, tanto civiles como políticos. A estos últimos nos abocaremos en estos fundamentos, definiéndolos como el conjunto de atributos de la persona que hacen efectiva su participación como ciudadano de un determinado Estado. 

Este conjunto de atributos son facultades o titularidades que se traducen en el ejercicio amplio de la participación política, conceptualizándola como “toda actividad de los miembros de una comunidad derivada de su derecho a decidir sobre el sistema de gobierno, elegir representantes políticos, ser elegidos y ejercer cargos de representación, participar en la definición y elaboración de normas y políticas públicas y controlar el ejercicio de las funciones públicas encomendadas a sus representantes”.
 

Como consecuencia de los derechos políticos, existen principios generales que se proyectan en todos los ordenamientos jurídicos. Los mismos son, esencialmente, la primacía del sistema representativo, la neutralidad de las organizaciones electorales, la libertad de presentación de candidaturas, la igualdad de oportunidades de los candidatos, la universalidad, igualdad, libertad y secreto del sufragio y, en fin, la judicialización del sistema de controles y de verificación de la regularidad de la elección.

Destacamos entonces que numerosos instrumentos internacionales consagran plenamente el conjunto de derechos políticos que mencionamos anteriormente, así como los principios que de éstos devienen en aplicables, habiendo sido incorporados a  nuestro ordenamiento jurídico con jerarquía constitucional luego de la reforma de la Carta Magna Nacional de 1994.

Entre los Tratados que consagran estos derechos podemos citar a la “Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), incorporada al artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional en 1994, que en su articulo Nro. 21 establece entre otras que “2. Toda persona tiene derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su País”;  “Declaración Americana De Los Derechos Y Deberes Del Hombre” (1948), en la cual se consagra que “Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres. Artículo 20, así como también que todo ciudadano tiene el deber de desempeñar los cargos de elección popular que le correspondan en el Estado de que sea nacional” (art. 34).

En este mismo sentido la Convención Americana De Derechos Humanos Pacto San José De Costa Rica (1969), Ratificada por Argentina el 5 de septiembre de 1984 y aprobada por Ley 23.054 el 1 de marzo de 1984, que en su artículo 23 inc. 1 propugna que “todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos; de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país”. 

Asimismo el artículo 25 del Pacto Internacional  de Derechos Civiles y Políticos (1966), ratificado por Argentina el 8 de agosto de 1986 también consagra estos importantes derechos al establecer que todos los ciudadanos gozan de, entre otros derecho,  a participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; así como a votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores.

En este sentido surgió la necesidad de conciliar nuestra normativa interna a los instrumentos internacionales que han sido receptados por nuestra Constitución Nacional luego de su última reforma. Se debía efectuar un sustancial avance en el proceso de adecuación de nuestra normativa, ya que era imperativo subsanar una situación de desprotección jurídica que afectaba a los jóvenes comprendidos en la franja de los dieciocho (18) a los veintiún (21) años, quienes quedaban ajenos a derechos que se acordaban a las personas mayores de edad, mayormente en materia civil.
Esto dio lugar a la sanción de la ley  Nacional 26. 579 en Diciembre de 2009 a través de la cual se ajusta nuestro derecho positivo interno a las normas referidas, ya que establece con su vigencia que la mayoría de edad será alcanzada al cumplir los dieciocho años.

Es entonces que a partir de la sanción de esta importante ley que subsanó  la morosidad de nuestra legislación con respecto a la internacional, un joven en nuestro país adquiere su plena capacidad civil a partir de los dieciocho años de edad, momento desde el cual se modifica su status en la sociedad, detentando a partir de allí aptitud suficiente para constituirse como sujeto de derechos y deberes. Desde ese mismo momento también debería obtener  todos los atributos ineludibles para hacer efectiva su participación plena como ciudadano del Estado al que pertenece., más allá del sufragio activo.

Los jóvenes ciudadanos mayores de dieciocho años tienen el derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos, el que se incluye dentro del conjunto de derechos políticos. Esta participación puede darse de dos maneras, de forma indirecta a través del sufragio activo (artículo 37 de la Constitución Nacional “Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos…El sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio…”), o directamente a través del ejercicio de funciones públicas en los órganos de gobierno. 

Para que esta forma de ejercicio sea posible, es necesario que la normativa asegure a los jóvenes la posibilidad de ser elegidos como representantes del pueblo en las elecciones de manera libre y democrática una vez alcanzada su mayoría de edad. Es por ello que este proyecto intenta dar el puntapié inicial para que toda nuestra normativa provincial encuentre la oportunidad de adecuar su legislación en materia de derechos políticos de los jóvenes mayores de dieciocho años a los estándares internacionales, posibilitando la participación de éstos en los órganos de gobierno de nuestros municipios.

La Constitución de la Provincia de Buenos Aires actualmente determina que sólo podrán ser elegibles como concejales todos los ciudadanos mayores de veinticinco años, siendo éste un requisito de edad superior al exigido dentro del mismo cuerpo legal a aquellas personas que deseen postularse para el cargo de Diputado Provincial (art. 71 inc. 2º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires). 

En comparación con otras provincias de nuestro país, sólo la Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego, además de la nuestra,  establecen que es necesario haber alcanzado la edad mencionada como habilitante para postularse a este tipo cargos deliberativos. Otras Constituciones provinciales, en cambio, instauran limitantes inferiores en este aspecto.

Provincias como Chaco (art. 191 Const. Prov. “Para ser concejal a intendente se requiere: Ser elector del municipio, haber adquirido la mayoría de edad y saber leer y escribir el idioma nacional”.), Chubut (arts. 230/242 2º y 3º párr. Const. Prov. “… Pueden ocupar cargos electivos los ciudadanos mayores de edad que sepan leer y escribir en idioma nacional, sean vecinos del Municipio con dos años de residencia inmediata en él y también 
paguen impuestos o ejerzan alguna actividad lícita”.), Corrientes (art. 162 Const. Prov. Artículo 162.- “Son elegibles como miembros de los Concejos Deliberantes y Municipales, las personas mayores de edad comprendidas en el artículo anterior exigiéndose además, en el caso de los extranjeros tener cinco años de residencia inmediata en el Municipio. En ningún caso pueden constituirse los Concejos Deliberantes y Municipales con más de una tercera parte de extranjeros”.), Entre Ríos (art. 236 Const. Prov. El órgano deliberativo…El número de concejales será determinado por la carta o ley orgánica, según corresponda. Su mandato se extiende a cuatro años. Para acceder al cargo se requiere mayoría de edad y tener como mínimo cuatro años de residencia inmediata en el municipio), Mendoza (art. 199 inc. 3 Const. Prov. 3 – “Serán elegibles los ciudadanos y extranjeros mayores de edad, del municipio respectivo, y que sean electores”), establecen como condición etaria el haber alcanzado la mayoría de edad, que según la última reforma se adquiere a los 18 años (Ley. 26.579). 
Otras constituciones provinciales que aún no han receptado el avance plasmado en la ley 26.579, exigen a sus ciudadanos el ser mayores de 21 años para ser habilitados como candidatos a un cargo en el deliberativo municipal  (edad que era necesaria para alcanzar tal condición según la antigua normativa civil). Entre este grupo de provincias podemos mencionar a la Provincia de Catamarca (art. 249 Const. Prov.), Neuquén (art. 286 inc. a), Río Negro (art. 233/234), San Juan (art. 245), San Luis (arts. 267/104 inc. 2), Santa Cruz (arts. 144/85) y Santiago del Estero (art. 206 Const. Prov.). La provincia de Misiones contempla tal requerimiento dentro de su Ley Orgánica de los Municipios, Ley 257 articulo 165. 

Como hemos expuesto, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires  todavía se rige sobre supuestos que no se encuentran vigentes en la normativa nacional, ya que esta última ha sufrido innovaciones importantes en la materia luego de la sanción de la ley calificada como “ley de la mayoría de edad”. 

Como resaltamos anteriormente, constituía un imperativo subsanar la situación de desprotección jurídica que afectaba a los jóvenes comprendidos en la franja de los quince (15) a los veinticuatro (24) años, estrato poblacional cercano a los siete millones de personas (6.799.282, conforme datos del INDEC sobre estimaciones y proyecciones de población, 2010-2015). Esta realidad normativa fue modificada por la ley 26.579, mencionada anteriormente, promovida por el Senador socialista Rubén Giustiniani, a partir de la cual todos los ciudadanos y ciudadanas mayores de 18 años son capaces absolutos para ejercer todos sus derechos en materia civil. Sin embargo, persisten las restricciones etarias con respecto al derecho a ser candidatos y ser elegidos para distintos cargos públicos, incluso a nivel local, situación que ha quedado infundada tras la sanción de la ley mencionada y contraria a los parámetros establecidos en los instrumentos internacionales antes mencionados. 

Es por ello que consideramos que la normativa bonaerense se encuentra considerablemente rezagada a ese respecto. Como señalara Rubén Giustiniani: “[…] si la edad proporciona indudablemente parámetros para definir el sector de la población considerado joven, dicha consideración no da cuenta más que del continente. El contenido, es decir las características o rasgos de la juventud se manifiesta en la estructura social, es siempre diverso […]”.
 Por tanto es preciso señalar que el criterio restrictivo es, por definición, siempre arbitrario y, en este caso, anacrónico. Los parámetros considerados para fijar la frontera de capacidad de una persona por su edad deben ser revisados en consonancia con los cambios socio-económicos y culturales que se produjeron, que configuraron una realidad sustancialmente diferente a la vigente al momento de la sanción del texto constitucional.  

Sobre esto es necesario hacer algunas consideraciones al respecto de las características específicas de la juventud contemporánea, sobre la base del análisis de algunos expertos. Martin Hopenhayn, investigador y ex-director de la CEPAL, señala en un artículo al respecto que: “Los jóvenes latinoamericanos son innovadores en formas de participación, crecieron con el imaginario de la democracia y los derechos humanos, y son la generación más sensible a la cuestión ambiental y los reclamos históricos de minorías de distinto tipo. Esto les confiere también el mayor potencial para los nuevos desafíos de la política tanto nacional como global, donde conviven los imperativos del multiculturalismo, de la ecología, de la democracia y los derechos.”
 

Sin embargo, y en consonancia con el espíritu que inspira la presente propuesta de reforma, el autor advierte acerca del desfasaje existente entre el creciente protagonismo de la juventud y la escasa participación  “[…] en espacios decisorios de la sociedad, sobre todo en la esfera del Estado […]. Aquí también existe una asincronía entre mayor inclusión juvenil en cuanto a acceso a información y redes, y mayor exclusión por el lado de la ciudadanía política. Si, por una parte, los jóvenes manejan e intercambian más información que otros grupos etarios, por la otra se sienten poco representados por el sistema político, y estigmatizados como disruptores por los adultos y las figuras de autoridad […]”.

Este análisis enfatiza en la dificultad que representa que la juventud se encuentre sub-representada en las instituciones políticas y en el sistema de partidos, siendo que esto repercute en una merma de la participación política de la juventud y pone entre signos de interrogación el recambio generacional en los liderazgos políticos y en la forma de hacer política.
Otro aporte incluido en el informe titulado “Protagonismo juvenil en proyectos locales: lecciones del Cono Sur” advierte que “Ceder espacios a los jóvenes es parte del discurso de muchos adultos, pero no es la experiencia práctica de los jóvenes.” Es preciso hacer esfuerzos para salvar dicha situación, sobre todo en los espacios locales, donde la participación supone un involucramiento directo con la comunidad y su desarrollo. La configuración de la identidad requiere participación y la democracia no es posible sin la participación de los ciudadanos. “Los jóvenes deben ejercer la participación en condiciones democráticas para poder desarrollar su identidad, como jóvenes y como ciudadanos.” 

Asimismo, y a los efectos de reforzar esta iniciativa de reforma que, en principio, sólo es para el ámbito municipal, creemos indispensable destacar que en el actual contexto de revalorización de lo local, la atención se centra en el papel que desempeñan los gobiernos municipales en los procesos de fomento de la participación ciudadana, partiendo del concepto de “democracia de proximidad”. El propio sentido y concepto de proximidad intenta  superar la distancia entre lo social y lo político, y establecer un vínculo permanente y perdurable entre gobierno y sociedad. El espacio municipal es entonces una de las posibles fuentes de fortalecimiento y mejoramiento de la democracia entendida como forma de gobierno. Cambiar la concepción de la condiciones de representación y permitir el acceso de los jóvenes, a cargos en el gobierno comunal, constituye un instrumento poderosísimo de construcción de ciudadanía, de reconocimiento del rol que los mismos tienen en el espacio comunitario y de aporte de nuevas miradas en la construcción de un proyecto político común e inclusivo.
Es por todo lo expuesto que invitamos a los legisladores y a las legisladoras a que apoyen esta iniciativa, con el objetivo de promover la participación y forjar una Democracia más inclusiva.
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